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La crisis económica y el fuerte au-
mento del desempleo ha impedi-
do a miles de familias hacer frente
a sus compromisos hipotecarios,
lo que ha derivado en la inmensa
mayoría de los casos en un proce-
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RESUMEN: Razón y Fe, consciente de la gravedad por la que están pasando miles y
miles de españoles, insolventes e incapaces de hacer frente al pago de sus hipotecas,
publicó en su número de diciembre de 2011 un artículo en el que defendía ante los im-
pagos de las hipotecas la dación en pago. En esta ocasión, ante los luctuosos hechos
vividos hace unos meses, vuelve sobre el asunto. En este artículo se ofrece desde la
práctica jurídica los trámites que comporta en España todo proceso hipotecario y se
presentan, a continuación, los tres Reales Decretos Leyes que la actual situación ha ido
demandando. Nuestro objetivo sigue siendo el mismo: favorecer un clima de diálogo
para que nadie se sienta expulsado de su vivienda.

PALABRAS CLAVE: crisis, vivienda, hipotecas, desahucios, dación en pago, Real De-
creto Ley 27/2012.

The foreclosure and the eviction
ABSTRACT: Aware of the serious situation that thousand of Spanish people are going
through, insolvent and unable to pay their mortgages, Razón y Fe published an article on
the December issue of 2011 supporting payment of debts due to mortgage default. We
are addressing this issue again due to what we have been through in the past few
months. In this article you will see from the point of view of legal practice the procedure
needed in Spain for any foreclosure. You will also see the three royal decrees laws
required due to the recent situation. Our aim reminds still the same: favoring a climate
of dialogue so nobody feels evicted from their home.

KEYWORDS: crisis, housing, mortgage, eviction, payment of debts, Royal Decrees
Law 27/2012.

so de ejecución hipotecaria y final-
mente en el embargo y subasta de
sus viviendas 1. Un banco conside-

1 2012 podría batir un nuevo récord de
ejecuciones hipotecarias, en torno a las
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ra moroso a un hipotecado al cabo
de entre tres y seis meses de impa-
go de cuotas. En muy poco casos,
ante esta situación, se ha conse-
guido llegar a un acuerdo con las
entidades bancarias para refinan-
ciar las deudas, circunstancia que
la Ley contempla pero con carác-
ter voluntario.

I.  El proceso hipotecario

Desde una aproximación absoluta-
mente legalista, vamos a intentar
resumir de forma clara y concisa
los trámites que conforman un pro-
ceso hipotecario, de este modo po-
dremos entender las reclamaciones
y propuestas que se vienen escu-
chando en estos meses desde muy
diversos sectores de la sociedad.

Este proceso se desarrolla de for-
ma simplificada en comparación
con cualesquiera otros tipos de
procesos que existen en nuestro
ordenamiento jurídico. La secuen-
cia de dicho proceso pasa por los
siguientes momentos 2:

1.º Demanda ejecutiva

La entidad financiera acreedora
presentará una demanda contra el
deudor ante los Juzgados de Pri-
mera Instancia del lugar donde se
localice el inmueble hipotecado
reclamando el cobro de todo el
préstamo que le deben y que tiene
la vivienda como garantía. Es de-
cir, no sólo de las mensualidades
impagadas, sino el monto total del
crédito y también se le impondrán
las costas (gastos) del proceso ju-
dicial al deudor.

Dicha demanda se notifica al deu-
dor en el domicilio indicado en la
escritura con una copia de la mis-
ma, y se le da un plazo o bien pa-
ra que pague o bien para que se
oponga a la demanda (los motivos
de oposición están regulados le-
galmente).

Debe precisarse desde este mo-
mento que hasta la convocatoria
de la subasta, el deudor tiene la po-
sibilidad de restablecer su présta-
mo pagando las cuotas vencidas 3.
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100.000 sentencias. En junio, los juzgados
españoles firmaron un 14 por 100 más
(23.421) que hace un año, según la esta-
dística judicial del Consejo General del
Poder Judicial correspondiente al segun-
do trimestre del año. Son 257 cada día.
2 La ejecución hipotecaria se regula en
los artículos 681 a 698 de la Ley de En-
juiciamiento Civil 1/2000.

3 Si el inmueble del que no se paga la
hipoteca es la vivienda familiar del deu-
dor, el procedimiento presenta la pecu-
liaridad de que se puede hacer lo que se
denomina la enervación de la acción hi-
potecaria, que permite la rehabilitación
del préstamo si el deudor paga las cuo-
tas pendientes más los gastos, sin nece-
sidad de contar con el consentimiento
del banco. Por tanto, hasta el día señala-

06_MartaGISBERT.qxd:ok_Modelo_art.qxd  15/1/13  16:37  Página 38



2.º Notificación de la demanda 
al deudor y requerimiento 
de pago al mismo

A continuación, se notificará al
deudor el inicio del procedimien-
to judicial y se le requerirá del pa-
go en caso de que la entidad fi-
nanciera no lo hubiese requerido
con anterioridad al inicio del pro-
cedimiento judicial.

3.º Certificación del Registro 
de la Propiedad

El Juez solicitará al Registro de la
Propiedad una certificación de la
inscripción de la hipoteca y rela-
ción de las demás cargas que gra-
ven el bien.

4.º Subasta del bien hipotecado 
y pago a la entidad financiera
acreedora

En toda escritura de hipoteca debe
especificarse la valoración del
bien a efectos de subasta. Este va-
lor se toma de la tasación que se

efectuó del bien para la concesión
del préstamo hipotecario y, como
luego explicaremos, determina el
valor mínimo por el que tanto un
tercero como la entidad financiera
pueden adjudicarse el bien in-
mueble en subasta.

Existen dos vías para subastar un
bien, por un lado, las subastas pú-
blicas que hace el juzgado, y por
otro, a través de entidades espe-
cializadas.

La convocatoria, una vez notifica-
da al deudor, se realiza mediante
anuncios de subasta que pueden
colocarse en el tablón de anuncios
del ayuntamiento, del Registro de
la Propiedad o del propio juzga-
do. Hasta esa fecha, el deudor tie-
ne la posibilidad de restablecer su
préstamo pagando las cuotas ven-
cidas, como ya dijimos.

Tras celebrarse la subasta pueden
darse los siguientes supuestos:

a) Que concurran postores

Cuando la mejor postura sea igual
o superior al 70 por 100 del valor
por el que el bien ha salido a su-
basta, se aprobará el remate a fa-
vor del mejor postor. Si la mejor
postura ofrecida en la subasta es
inferior al 70 por 100 del valor por
el que el bien sale a subasta, el eje-
cutado dispone de diez días para
presentar a un tercero que mejore

El proceso hipotecario y el desahucio
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do para la subasta se puede consignar lo
que se debe y evitar que se ejecute la vi-
vienda, siempre que sea el hogar de la
familia. Esta posibilidad que da la ley
para dar una protección adicional al ho-
gar familiar sólo se puede ejercer una
vez cada cinco años. Hace más de una
década, esta posibilidad sólo se podía
ejercer una vez durante toda la vida de
la hipoteca.
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la postura ofreciendo una canti-
dad superior al 70 por 100.

Transcurrido el plazo sin que el
deudor realice lo indicado ante-
riormente, la entidad financiera
podrá solicitar la adjudicación del
bien por el 70 por 100 del valor de
tasación o el 60 por 100 en caso de
que se trate de la vivienda habitual
del deudor. Si no lo hace así, el bien
será adjudicado al postor que haya
realizado la mejor postura siempre
que sea superior al 60 por 100 del
valor de tasación o, siendo inferior,
suponga la completa satisfacción
del derecho del ejecutante.

b) Que no concurran postores

En este caso la subasta queda de -
sierta y la entidad financiera pue-
de adjudicarse el bien por una can-
tidad igual o superior al 50 por 100
de su valor de tasación en escritu-
ra, si bien, si lo que se subasta es la
vivienda habitual del deudor, el
importe mínimo de adjudicación
será el 60 por 100 del valor de ta-
sación.

Por tanto, el importe mínimo de
adjudicación de un bien inmueble
en un procedimiento de ejecución
hipotecaria será el 60 por 100 del
valor de tasación que figure en la
escritura de préstamo.

Del importe de adjudicación del
bien puede derivarse la siguiente
casuística:

1. Que el importe por el que ha
sido adjudicado finalmente el
inmueble a un tercero cubra la
deuda reclamada por la enti-
dad financiera, en cuyo caso a
ésta se le hará entrega del im-
porte reclamado. De existir so-
brante se destinará en primer
lugar a los acreedores que ten-
gan derechos posteriores ins-
critos (cargas anotadas con
posterioridad a la hipoteca
que se ejecuta como conse-
cuencia de otros procesos de
reclamación de deudas que se
sigan contra el cliente o segun-
das hipotecas del bien). Si no
existen tales derechos poste-
riores o si una vez atendidos
sigue existiendo sobrante, el
mismo se pondría a disposi-
ción del deudor.

2. Que el importe obtenido de la
adjudicación, ya sea a un ter-
cero o al propio banco, no ha-
ga frente al total de la deuda.
En tal supuesto, la entidad fi-
nanciera sólo verá satisfecha
parte de la deuda, de forma
que podrá reclamar el restante
importe al deudor en futuros
procedimientos (ya que en Es-
paña la responsabilidad en ca-
so de préstamos hipotecarios
es «universal», esto es, el deu-
dor responde no sólo con el
bien inmueble que ha dado en
garantía, sino con todos sus
bienes presentes y futuros).
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5.º Cambio de la titularidad 
del inmueble ejecutado 
en el Registro de la Propiedad,
posesión del inmueble y, 
en su caso, lanzamiento judicial

Una vez adjudicado el bien, se mo-
dificará la titularidad del inmueble
en el Registro de la Propiedad a fa-
vor del adjudicatario en la subasta,
quien tendrá derecho a que le en-
treguen también la posesión del in-
mueble. Para ello, se le da un plazo
al deudor para que abandone el
domicilio y si no lo hace volunta-
riamente se acometerá el «lanza-
miento judicial» de los ocupantes
(su desalojo del inmueble).

Es por ello que, una vez que la
propiedad de la casa pasa a nom-
bre de la entidad o de un tercero,
el deudor deja de ser el propieta-
rio y se le da un plazo para que
abandone la vivienda. Si no lo ha-
ce, los funcionarios judiciales pue-
den pedir auxilio a la Policía para
llevar a cabo el desalojo.

Técnicamente, un proceso de ejecu-
ción hipotecaria no es un desahu-
cio, sino que simplemente el pro-
pietario de la vivienda deja de ser-
lo. Pero en la práctica, supone tener
que dejar la vivienda y algunas
personas se quedan literalmente en
la calle.

Hasta aquí la Ley de Enjuicia-
miento Civil y la Ley Hipotecaria.

II.  El desahucio 
y su problemática social

Desde hace un tiempo hay una in-
tensa presión social y política para
buscar una solución alternativa al
desahucio. Organizaciones como
la Plataforma de Afectados por la
Hipoteca (PAH) y algunos parti-
dos políticos reclaman que la en-
trega del piso al banco termine
con la responsabilidad hipoteca-
ria. Es la llamada dación en pago
que ya se aplica en algunos países,
pero que hoy por hoy en España
depende de la buena voluntad de
las entidades financieras. Está
contemplada en la legislación es-
pañola –art. 140 de la Ley Hipote-
caria–, pero no tienen la obliga-
ción de aceptarla por ley.

Desde la Asociación Española de
Banca (AEB) defienden que las
entidades tratan de negociar al
máximo con sus clientes para re-
solver los problemas de pago
ofreciendo facilidades, por ejem-
plo períodos de carencia, antes de
iniciar un proceso de ejecución
del inmueble. Pero bancos y ca-
jas tienen derecho, como ya he-
mos comentado, a exigir el venci-
miento anticipado, esto es, el pa-
go de todo el capital pendiente de
amortizar, los intereses y comisio-
nes, si se ha incurrido en el in-
cumplimiento de alguno de los
plazos.

El proceso hipotecario y el desahucio
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La complicada situación actual
provocada por la crisis económica
exige soluciones excepcionales,
que se vienen reclamando desde
distintos estamentos sociales y po-
líticos. Las tímidas medidas adop-
tadas hasta el momento para pa-
liar la situación de los deudores
hipotecarios, se han plasmado bá-
sicamente en el Real Decreto Ley
8/2011, de 1 de julio; en el Real
Decreto Ley 6/2012, de 9 de mar-
zo, de medidas urgentes de pro-
tección de deudores hipotecarios,
y Decreto Ley 27/2012, de 15 de
noviembre, de medidas urgentes
para reforzar la protección a los
deudores hipotecarios.

El Real Decreto Ley 8/2011, de 1 de
julio, elevó el nivel de inembarga-
bilidad en el caso de deudores
que hubieran perdido su vivien-
da habitual hasta el 150 por 100
del Salario mínimo interprofesio-
nal, también aumentó del 50 al
60 por 100 del valor de tasación el
límite mínimo para la adjudica-
ción del inmueble en subasta, y
redujo al 20 por 100 el depósito
que se exige a los postores para
tomar parte en dicha subasta.

Posteriormente, el Real Decreto
Ley 6/2012, de 9 de marzo, de medi-
das urgentes de protección de
deudores hipotecarios, aprobó el
denominado «Código de Buenas
Prácticas», que además de ser de
asunción voluntaria por las enti-

dades bancarias, sólo se aplica a
deudores que estén en el umbral
de exclusión cumpliendo unos re-
quisitos muy estrictos 4, y a las vi-
viendas cuyo precio de adquisi-
ción no exceda de determinados
límites.

En el Informe del Defensor del Pueblo
publicado este año con el título
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4 Su artículo 3 define esta situación
enumerando las siguientes característi-
cas: 1. Se considerarán situados en el
umbral de exclusión aquellos deudores
de un crédito o préstamo garantizado
con hipoteca sobre su vivienda habitual,
cuando concurran en ellos todas las cir-
cunstancias siguientes: a) Que todos los
miembros de la unidad familiar carez-
can de rentas derivadas del trabajo o de
actividades económicas. b) Que la cuota
hipotecaria resulte superior al 60 por 100
de los ingresos netos que perciba el con-
junto de los miembros de la unidad fa-
miliar. c) Que el conjunto de los miem-
bros de la unidad familiar carezca de
cualesquiera otros bienes o derechos pa-
trimoniales suficientes con los que hacer
frente a la deuda. d) Que se trate de un
crédito o préstamo garantizado con hi-
poteca que recaiga sobre la única vivien-
da en propiedad del deudor y concedido
para la adquisición de la misma. e) Que
se trate de un crédito o préstamo que ca-
rezca de otras garantías, reales o perso-
nales o, en el caso de existir estas últi-
mas, que en todos los garantes concu-
rran las circunstancias expresadas en las
letras b) y c). f) En el caso de que existan
codeudores que no formen parte de la
unidad familiar, deberán estar incluidos
en las circunstancias a), b) y c) anteriores.
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Crisis económica y deudores hipoteca-
rios: actuaciones y propuestas del De-
fensor del Pueblo, se describe per-
fectamente la situación. Señala
que la crisis económica ha dado
lugar a un sobreendeudamiento
de los particulares que ven reduci-
da su capacidad para el pago de
las cuotas; las viviendas cada vez
valen menos, pero la deuda se in-
crementa con los gastos e intere-
ses; aumentan los lanzamientos y
el riesgo de marginación social, y
el deudor no puede liberarse de la
deuda, dado que en nuestro orde-
namiento no cabe la dación en pa-
go. En este contexto las entidades
de crédito han otorgado de forma
masiva créditos hipotecarios debi-
do a la euforia de los tiempos de
bonanza económica descuidando
las garantías ante la fuerte compe-
tencia. En relación a las ayudas
públicas que perciben los bancos,
el Defensor del Pueblo enfatiza
que dichos beneficios no se extien-
den a la otra parte de la relación
hipotecaria, y el deudor se en-
cuentra indefenso en el marco de
una crisis económica que no ha
provocado. A ello debe añadirse
que, finalizada la ejecución y tras
la oportuna subasta, los inmue-
bles suelen ser adjudicados al ban-
co, y generalmente por un precio
muy inferior al de mercado –por-
que así lo permite la legislación
procesal– y pasan a integrar sus
activos inmobiliarios.

Entre las propuestas que contiene
este informe del Defensor del Pue-
blo, se encuentran las siguientes:

1. Mejorar la transparencia.

2. Hacer efectivo el asesoramien-
to técnico de bancos y notario.

3. Restricciones a la práctica de
imponer contratos de seguros
a la hora de realizar un crédito
hipotecario.

4. Intensificar la independencia
de las sociedades de tasación.

Por otro lado, también se han pro-
puesto medidas paliativas, entre
otras:

– La regulación de un procedi-
miento específico para la sol-
vencia de las personas físicas.

– La mejora del sistema de su -
bastas.

– La adopción de medidas ex-
traordinarias que permitan se-
guir disfrutando de la vivienda
actual.

– Limitar los intereses moratorios
y acciones para establecer mora-
torias.

El Grupo de trabajo sobre medidas de
agilización y de reforma procesal de
los procesos civiles, integrado por
varios Magistrados, ha realizado
recientemente una serie de pro-
puestas en esta dirección, abor-
dando específicamente la situa-

El proceso hipotecario y el desahucio
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ción de los deudores hipotecarios
en el marco socio-económico ac-
tual. Tras un breve análisis de la
situación, destacan distintas me-
didas que podrían adoptarse para
tratar de paliar el drama social
que se ha generado, y entre ellas
las siguientes:

– La determinación del concepto
de «deudor hipotecario de bue-
na fe» a efectos de establecer las
bases de aplicación de las medi-
das excepcionales, y que debe -
rían centrarse en los supuestos
en que la ejecución hipotecaria
se refiera a la vivienda habitual
o a locales de negocio, que han
de ser objeto de una especial
protección.

– La flexibilización de los estric-
tos requisitos del Real Decreto
Ley 6/2012 para acogerse al
«Código de Buenas Prácticas».

– Limitación de los intereses mo-
ratorios.

– Establecimiento de un régi-
men especial en el caso de eje-
cución de préstamos hipoteca-
rios cuando se refieran a la vi-
vienda habitual o a los locales
de negocio.

– La modificación del procedi-
miento de ejecución hipotecaria,
ya obsoleto.

– Atribución de facultades al Juez
para que pueda acordar mora-
torias.

– Modificación del régimen de ta-
sación de viviendas, a realizar
por expertos independientes.

– Elevación del porcentaje de ad-
judicación de la vivienda al
acreedor en la subasta.

– Regulación imperativa en deter-
minadas circunstancias de la
dación en pago de la vivienda.

– Potenciación y centralización de
las subastas electrónicas por in-
ternet.

– Regulación de un procedimien-
to concursal específico para las
personas físicas y que permitie-
ran la paralización de ciertas
ejecuciones.

– Previsión o ampliación de los su-
puestos en que el deudor puede,
en determinadas circunstancias,
continuar utilizando la vivienda
habitual o el local de negocio sa-
tisfaciendo el oportuno canon.

– La limitación de gastos en caso
de mora que hacen crecer la
deuda desproporcionadamente
agravando la situación del deu-
dor.

– La creación de Comisiones Mix-
tas, con presencia de la Admi-
nistración, la banca y los consu-
midores, para favorecer solucio-
nes que posibiliten una salida
negociada.

La preocupación por este tema se
recoge también en las conclusiones
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alcanzadas por los Jueces Decanos de
España en la XXII reunión nacional,
celebrada en Barcelona los días 5 a 7
de noviembre de 2012. Señalan que
es al poder legislativo a quien co-
rresponde elaborar las leyes, los
Jueces deben llamar la atención
sobre la realidad que observan, fa-
voreciendo el debate y realizando
propuestas concretas. En este sen-
tido manifiestan su más absoluta
conformidad con las conclusiones
alcanzadas por el de trabajo sobre
medidas de agilización y de refor-
ma procesal de los procesos civi-
les, a las que se ha hecho ya refe-
rencia.

Es más, la dramática situación so-
cial generada por el incremento de
las ejecuciones hipotecarias ha
trascendido nuestras fronteras, re-
sultando reveladoras las conclusio-
nes de la Abogada General del Tribu-
nal de Justicia Europeo (TJUE) sobre
el sistema español de ejecución hipo -
tecaria en la decisión prejudicial que
presentó el Juzgado Mercantil n.º 3
de Barcelona sobre el sistema español
de ejecución hipotecaria (Asunto C
415/11). El demandante solicita que
se declare el carácter abusivo y la
consiguiente nulidad de la cláusu-
la decimoquinta del contrato de
préstamo hipotecario, y que, con-
secuentemente, se declare nulo el
procedimiento ejecutivo tramita-
do. Las conclusiones referidas, que
podrán ser o no aceptadas total o

parcialmente, son, entre otras, las
siguientes:

– Corresponde al órgano jurisdic-
cional nacional apreciar con
arreglo al artículo 3, apartados 1
y 3, de la Directiva 93/13 el ca-
rácter abusivo de una cláusula
de las condiciones generales de
los contratos celebrados con
consumidores. En el caso de
una cláusula por la que el acree-
dor puede dar por vencido anti-
cipadamente un crédito inmobi-
liario, el órgano jurisdiccional
debe examinar, en particular, en
qué medida la cláusula se apar-
ta de la normativa legal que a
falta de pacto sería aplicable, si
lo estipulado en la cláusula res-
ponde a una razón objetiva y si
el consumidor, a pesar de la al-
teración del equilibrio contrac-
tual en favor de quien ejercita la
cláusula, no queda desprotegi-
do con respecto al contenido
normativo de la cláusula en
cuestión.

– En el caso de una cláusula sobre
los intereses de demora, el órga-
no jurisdiccional debe exami-
nar, en particular, en qué medi-
da el tipo de interés se aparta
del tipo de interés legal que a
falta de pacto sería aplicable y si
no está en proporción con el ob-
jetivo del interés de demora.

– En el caso de una cláusula para
la determinación unilateral del

El proceso hipotecario y el desahucio
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importe de la deuda, deben te-
nerse en cuenta, particularmen-
te, las consecuencias de una
cláusula de ese tipo en el Dere-
cho procesal nacional.

Tras esta avalancha de críticas, en
el BOE del día 16 de noviembre de
2012 se publicó el Real Decreto Ley
27/2012, de 15 de noviembre, de me-
didas urgentes para reforzar la protec-
ción a los deudores hipotecarios.

Sin perjuicio de la necesidad de
abordar una reforma más en pro-
fundidad del marco jurídico de
tratamiento a las personas físicas
en situación de sobreendeuda-
miento y, en particular, de analizar
mejoras sobre los mecanismos de
ejecución hipotecaria, en este Real
Decreto se nos dice que, en este
momento, se requiere una inter-
vención pública inmediata que
palie las circunstancias de mayor
gravedad social que se vienen
produciendo. El objeto fundamen-
tal del Decreto Ley consiste en la
suspensión inmediata y por un
plazo de dos años de los desahu-
cios de las familias que se encuen-
tren en una situación de especial
riesgo de exclusión, y se incluye
un mandato al Gobierno para que
emprenda inmediatamente las
medidas necesarias para impulsar,
con el sector financiero, la consti-
tución de un fondo social de vi-
viendas destinadas a ofrecer co-

bertura a aquellas personas que
hayan sido desalojadas de su vi-
vienda habitual por el impago de
un préstamo hipotecario.

Esta normativa se ha logrado sin
acuerdo con el PSOE y sin modifi-
car la ley, ni la Hipotecaria ni la de
Enjuiciamiento Civil, que regulan
el proceso de desahucio. Se trata
de medidas «urgentes» que según
el Ejecutivo podrán ampliarse en
la tramitación parlamentaria de la
norma. Estas son las claves del de-
creto:

– No toca la ley. Las medidas no
suponen ninguna modificación
de las leyes que hoy regulan las
ejecuciones hipotecarias, las que
los jueces consideran «abusi-
vas» para los deudores. Lo que
hace este decreto es establecer
una moratoria en el efecto últi-
mo de esas leyes (el desalojo de
las familias de sus casas), por un
plazo de dos años, para las fa-
milias más vulnerables.

– Moratoria de dos años para los más
vulnerables. Las familias que no
ingresen entre todos los miem-
bros más de 1.597 euros al mes
(tres veces el IPREM, el indica-
dor público de renta de efectos
múltiples, que en 2012 es de
532 euros al mes, lo que supone
19.200 euros al año contabilizado
con doce pagas), cuando la casa
de la que van a desalojarles sea
su única vivienda en propiedad,
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cuando su carga hipotecaria se
haya multiplicado, al menos, por
un 1,5 por 100 en los últimos
cuatro años, y cuando tuvieran
que pagar una cuota de la hipo-
teca de más de un 50 por 100 de
sus ingresos netos, no serán des-
ahuciadas durante dos años si
cumplen además alguno de los
siguientes requisitos:

• Ser familia numerosa;

• O familia monoparental con
dos hijos a su cargo;

• O familia con un menor de
tres años;

• O familias que tenga a su car-
go a personas en situación
de discapacidad superior al
33 por 100 o dependencia
que incapacite de modo per-
manente para una actividad
laboral;

• O familias que convivan con
familiares (hasta tercer grado
de consanguinidad o afini-
dad) que sean discapacitados,
dependientes o que sufran
una enfermedad grave que
les incapacite de forma tem-
poral o permanente para una
actividad laboral;

• O familias en las que los deu-
dores estén en paro y hayan
agotado la prestación;

• O víctimas de violencia de
género.

– Parque de viviendas en alquiler para
desahuciados. El Ejecutivo crea rá
«un parque de viviendas desti-
nadas al alquiler», con una ren-
ta «baja y razonable» para per-
sonas que se han quedado sin
vivienda. El Gobierno no ha
aclarado quiénes podrán benefi-
ciarse de esos pisos, ni cuántas
viviendas serán ni cuándo esta-
rán disponibles. Ese parque se
nutrirá, según explicó el minis-
tro de Economía, con casas ad-
judicadas por impagos a las en-
tidades, «incluidas las del FROB
(el fondo de reestructuración
bancaria)».

– No son medidas retroactivas. Es
decir, los que ya hayan perdido
su casa, aunque cumplan los re-
quisitos antes expuestos, no la
recuperarán. Lo que sí podrían
hacer es acogerse a una de las
viviendas de alquiler bajo.

– No hay dación en pago. Las deu-
das y los intereses hay que de-
volverlos. Esa es la filosofía de
las medidas aprobadas, de ahí
que el Ejecutivo no incluya la
posibilidad generalizada de que
con la entrega de la casa se sal-
de la deuda.

– No se tocan los intereses de demora.
Tampoco se fija un límite máxi-
mo para estos intereses que co-
mienzan a aumentar la deuda
cuando las familias dejan de pa-
gar la cuota hipotecaria.

El proceso hipotecario y el desahucio
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– No se toca el valor de tasación. Era
otro de los puntos calientes de
la ley que denunciaron los jue-
ces y otros colectivos de la Justi-
cia. Se proponía que el valor de
tasación a efectos de subasta no
pudiera ser inferior al valor de
tasación sobre el que se conce-
dió el préstamo.

– El Ejecutivo ha avanzado tam-
bién que se modificarán los 
umbrales para la aplicación del 
Código de Buenas Prácticas del
Gobierno (de carácter volunta-

rio para las entidades, no con
rango de ley, como ya hemos 
dicho).

En resumen, lo que se reclama es
que se inicie un debate jurídico y
se plantee una revisión del régi-
men legal y procesal de ejecución
de los préstamos hipotecarios te-
niendo muy presente el momento
social y económico que estamos
viviendo y eso aún no se ha alcan-
zado y el tiempo pasa y el drama
se agudiza. ■

Marta Gisbert Pomata

48 Razón y Fe, 2013, t. 267, nº 1371, pp. 37-48, ISSN 0034-0235

06_MartaGISBERT.qxd:ok_Modelo_art.qxd  15/1/13  16:37  Página 48


